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PREFACIO






Desde finales de los años ochenta, he pensado en desarrollar lo que he denominado el derecho de gentes. Inicialmente, escogí las expresiones gentes o pueblos en lugar de naciones o Estados porque quería concebir a los pueblos con características diferentes a los Estados, pues la idea tradicional de Estado con sus dos soberanías (véase capítulo 2.2) resultaba inapropiada. En los años siguientes, dediqué más atención a la cuestión y el 12 de febrero de 1993, aniversario del nacimiento de Lincoln, dicté una de las conferencias de la cátedra Oxford Amnesty bajo el título «El derecho de gentes». La conferencia me ofreció la oportunidad de recordar a mi audiencia la grandeza de Lincoln pero nunca quedé satisfecho con la versión publicada en De los derechos humanos.1No era factible abarcar tanto en una sola conferencia, y lo que presenté no estaba suficientemente desarrollado y se prestaba a malas interpretaciones. Esta versión, concluida durante el año académico 1997-1998, está basada en tres seminarios que impartí en la Universidad de Princeton en abril de 1995 y resulta más completa y satisfactoria.

Antes de la versión final del manuscrito, concluí «Una revisión de la idea de razón pública», que apareció originalmente en el número 64 de la University of Chicago Law Review, en el verano de 1997, y luego fue incluido en mis Collected Papers, que publicara Harvard University Press en 1999. Dicho ensayo es mi esfuerzo más detallado para explicar por qué la disciplina de la razón pública, tal como se manifiesta en una democracia constitucional moderna basada en una concepción política liberal (que expuse por vez primera en mi Liberalismo político en 1993), puede ser objeto de adhesión razonable por los partidarios de concepciones comprensivas religiosas y no religiosas. La idea de razón pública también es parte integral del derecho de gentes, que extiende la idea de un contrato social a la sociedad de los pueblos, y establece los principios generales que pueden y deben ser aceptados por las sociedades decentes, liberales y no liberales, como normas para regular sus relaciones. Por esta razón, quería que los dos trabajos se publicaran en el mismo volumen. En conjunto, representan la culminación de mi reflexión acerca de cómo los ciudadanos y los pueblos razonables pueden convivir pacíficamente en un mundo justo.

Los que me han ayudado a lo largo de los años para que estas reflexiones alcancen su madurez son demasiado numerosos para que los nombre aquí, pero deseo mostrar un agradecimiento especial a Erin Kelly, T. M. Scanlon, Percy Lehning, Thomas Pogge y Charles Beitz. Quiero que todos ellos sepan cuánto aprecio el tiempo que han dedicado a revisar las muchas versiones de este trabajo y cuánto he dependido de sus sabios comentarios.

También estoy agradecido a Samuel Freeman, quien, tras haber editado mis Collected Papers y elaborado su índice analítico, aceptó la enorme tarea de preparar el índice de este libro. Ha hecho un trabajo notable, concienzudo y profesional.

Finalmente, tengo una deuda extraordinaria de gratitud con mi querido amigo y colega Burton Dreben, quien murió en julio de 1999. Burt siempre fue enormemente útil mientras yo desarrollaba mis ideas, organizaba y aclaraba mis pensamientos, y despejaba mis confusiones. Durante los últimos tres años desde mi enfermedad, él, además de mi esposa Mardy, me obligó incansablemente a terminar mi trabajo y me ofreció incontables y cuidadosas sugerencias editoriales a medida que se producían las sucesivas versiones. Como siempre, mi gratitud hacia Burt es infinita.
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INTRODUCCIÓN



1. Por derecho de gentes1entiendo una concepción política particular de la equidad y la justicia que se aplica a los principios y las normas del derecho internacional y su práctica. Emplearé el término sociedad de los pueblos para referirme a todos aquellos pueblos que siguen los ideales y principios del derecho de gentes en sus relaciones recíprocas. Tales pueblos tienen sus propios gobiernos, que pueden ser regímenes constitucionales liberales, democráticos o no, pero decentes2. En este libro considero cómo se puede desarrollar el contenido del derecho de gentes a partir de una idea liberal de justicia similar pero más general que la que he llamado justicia como equidad3en Teoría de la justicia. Esta idea de justicia está basada en la idea familiar del contrato social, y el procedimiento utilizado antes de seleccionar y acordar los principios de equidad y justicia es, en algunos aspectos, el mismo en lo doméstico que en lo internacional. Expondré cómo dicho derecho de gentes4cumple ciertas condiciones, hasta el punto de que se justifica calificar a la sociedad de los pueblos de utopía realista (véase capítulo 1), y explicaré por qué empleo el término pueblos y no Estados.5

En el capítulo 58 de Teoría de la justicia indiqué cómo la justicia como equidad se puede extender al derecho internacional, como lo llamaba entonces, con el propósito específico de juzgar los objetivos y los límites de la guerra justa. Aquí pretendo abarcar un terreno más amplio. Propongo considerar cinco tipos de sociedades domésticas. El primero es el de los pueblos liberales razonables. El segundo es el de los pueblos decentes. La estructura básica de una cierta clase de pueblo decente tiene lo que llamo una jerarquía consultiva decente, y a este tipo de pueblos los denomino pueblos jerárquicos decentes. No describo otras posibles clases de pueblos decentes, sino que las mantengo en reserva, pues puede haber otros pueblos decentes cuya estructura básica no corresponde a mi descripción de jerarquía consultiva, pero que son dignos de pertenecer a una sociedad de los pueblos. (Me refiero conjuntamente a los pueblos liberales y a los pueblos decentes como pueblos bien ordenados).6Existen, en tercer lugar, los Estados proscritos y, en cuarto lugar, los Estados lastrados por condiciones desfavorables. Finalmente, en quinto lugar tenemos sociedades que son absolutismos benignos: respetan los derechos humanos, pero no están bien ordenadas porque niegan a sus miembros un papel significativo en la adopción de las decisiones políticas.

La presentación sobre la extensión de una idea general del contrato social a una sociedad de los pueblos se realizará en tres partes e incluirá lo que he llamado la teoría ideal y la teoría no ideal. La primera parte de la teoría ideal concierne a la extensión de la idea general del contrato social a la sociedad de los pueblos democráticos liberales. La segunda parte de la teoría ideal se refiere a la extensión de la misma idea a la sociedad de los pueblos decentes, los cuales, aunque no son sociedades democráticas liberales, tienen ciertas características que los hacen aceptables como miembros de buena fe de una razonable sociedad de los pueblos. La parte sobre la teoría ideal de la extensión de la idea del contrato social se completa al mostrar que ambos tipos de sociedades, las liberales y las decentes, aceptarían el mismo derecho de gentes. Una sociedad de los pueblos es razonablemente justa si sus miembros cumplen el razonablemente justo derecho de los pueblos en sus relaciones recíprocas.

El propósito de la segunda parte es mostrar que pueden existir pueblos decentes no liberales que acepten y cumplan el derecho de gentes. Para tal fin, pongo el ejemplo imaginario de un pueblo musulmán no liberal que denomino «Kazanistán». Este pueblo satisface los criterios que propongo para los pueblos jerárquicos decentes (véanse capítulos 8-9): Kazanistán no es agresivo con otros pueblos y acepta y cumple el derecho de gentes; respeta los derechos humanos; y su estructura básica contiene una jerarquía consultiva decente cuyas características son materia de descripción.

La tercera parte se ocupa de dos clases de teoría no ideal. Una tiene que ver con las condiciones de inobservancia, es decir, condiciones en las cuales ciertos regímenes se niegan a cumplir un razonable derecho de gentes. Pueden ser calificados de Estados proscritos, y me interesa estudiar las medidas que otras sociedades —pueblos liberales o pueblos decentes— están justificadas a tomar para defenderse de ellos. La otra clase de teoría no ideal guarda relación con las condiciones desfavorables, es decir, las condiciones de sociedades cuyas circunstancias históricas, sociales y económicas hacen difícil, si no imposible, alcanzar un régimen bien ordenado, liberal o decente. Hay que preguntarse hasta dónde los pueblos liberales o decentes tienen obligación de ayudar a estas sociedades lastradas, de tal manera que consigan establecer sus propias instituciones decentes o razonablemente justas. El propósito del derecho de gentes estaría plenamente logrado cuando todas las sociedades hayan sido capaces de establecer un régimen liberal o un régimen decente, por improbable que ello resulte.

2. Esta monografía sobre el derecho de gentes no es un tratado ni un manual de derecho internacional. Se trata más bien de un trabajo estrictamente dedicado a ciertas cuestiones relacionadas con la posibilidad de una utopía realista y sus condiciones. Empiezo y termino con la idea de utopía realista. La filosofía política es utópica de manera realista cuando despliega lo que ordinariamente pensamos sobre los límites de la posibilidad política práctica. Nuestra esperanza en el futuro de nuestra sociedad descansa en la creencia de que la naturaleza del mundo social permite a las democracias constitucionales razonablemente justas existir como miembros de la sociedad de los pueblos. En un mundo como ese, los pueblos liberales y decentes alcanzarían la paz y la justicia dentro y fuera de sus territorios. La idea de esta sociedad es utópica de modo realista en cuanto describe un mundo social alcanzable que combina equidad política y justicia para todos los pueblos liberales y decentes en una sociedad de los pueblos. Tanto Teoría de la justicia como Liberalismo político tratan de mostrar cómo es posible una sociedad liberal.7El derecho de gentes aspira a presentar cómo es posible una sociedad mundial de pueblos liberales y decentes. Por supuesto, muchos dirían que no es posible y que los elementos utópicos pueden constituir un serio defecto en la cultura política de una sociedad.8

Por el contrario, aunque no negaría que dichos elementos pueden ser objeto de malentendidos, creo que la idea de una utopía realista es esencial. Dos ideas principales motivan el derecho de gentes. Una es que los grandes males de la historia humana —guerra injusta y opresión, persecución religiosa y denegación de la libertad de conciencia, hambre y pobreza, genocidio y asesinato en masa— se derivan de la injusticia política y de sus crueldades y atrocidades. (Aquí la idea de justicia política es la misma que la del liberalismo político,9del cual proviene el derecho de gentes). La otra idea principal, obviamente relacionada con la primera, es que una vez que las peores formas de injusticia política sean eliminadas mediante políticas sociales justas o al menos decentes y se establezcan instituciones básicas justas o al menos decentes, los grandes males finalmente desaparecerán. Estas ideas guardan relación directa con la idea de utopía realista. Según la reflexión de Rousseau en el pórtico de El contrato social, supongo que la frase «los hombres como son» se refiere a la naturaleza moral y psicológica de las personas y al trabajo de la naturaleza en el marco de las instituciones políticas y sociales;10y que la frase «las leyes como pueden ser» se refiere a las leyes como deben ser. Supongo también que si crecemos dentro del marco de unas instituciones sociales y políticas razonables y justas, sostendremos tales instituciones al hacernos mayores, y ellas prevalecerán. En este contexto, decir que la naturaleza humana es buena equivale a decir que los ciudadanos que crecen bajo instituciones razonables y justas, las cuales satisfacen alguna de las razonables concepciones políticas liberales de la justicia, sostendrán dichas instituciones y actuarán de tal manera que su mundo social perdure. (Como característica distintiva, todos los miembros de esta familia de concepciones satisfacen el criterio de reciprocidad).11Tal vez no haya muchas instituciones de este tipo pero, si las hubiere, son aquellas que podemos entender, aprobar y respaldar con nuestros actos. Yo sostengo que este escenario es realista, que podría y que puede existir. También digo que es utópico y altamente deseable porque aúna razonabilidad y justicia en condiciones que permiten a los ciudadanos realizar sus intereses fundamentales.

3. Como consecuencia de la idea de una utopía realista, muchos de los problemas inmediatos de la política internacional contemporánea que agobian a los ciudadanos y a los políticos podrán ser desechados o tratados de manera sumaria. Anoto tres ejemplos importantes: guerra injusta, inmigración y armas nucleares y de destrucción masiva.

Frente al problema de la guerra, el hecho decisivo es que las democracias constitucionales no libran guerras entre sí (capítulo 5). Ello no se debe a que la ciudadanía de tales sociedades sea particularmente justa y buena, sino solo a que no tiene ninguna razón para hacer la guerra. Compárense las sociedades democráticas con los Estados nacionales de la temprana Edad Moderna europea. Inglaterra, Francia, España, Austria, Suecia y otros Estados libraron guerras dinásticas por el territorio, la religión verdadera, el poder, la gloria y un lugar bajo el sol. Fueron guerras de monarcas y casas reales. La estructura institucional interna de estas sociedades las hacía agresivas y hostiles frente a otros Estados. El hecho decisivo de la paz entre las democracias descansa en la estructura interna de las sociedades democráticas, que no tienen la tentación de ir a la guerra salvo en legítima defensa o en graves casos de intervención en sociedades injustas para proteger los derechos humanos. Puesto que las democracias constitucionales están a salvo las unas de las otras, la paz reina entre ellas.

En cuanto al segundo problema, la inmigración, en el capítulo 4.3 sostengo que una importante función del gobierno, no importa cuán arbitrarias puedan parecer las fronteras de una sociedad desde el punto de vista histórico, consiste en actuar como el agente efectivo del pueblo al asumir su responsabilidad por el territorio, el tamaño de la población y la conservación del ambiente. Cuando no existe un agente responsable de su conservación, el patrimonio tiende a deteriorarse. A mi juicio, la función de la institución de la propiedad es evitar este deterioro. En el presente caso, el patrimonio es el territorio del pueblo y su capacidad potencial para sostenerlo a perpetuidad, y el agente es el pueblo mismo, políticamente organizado. La condición de perpetuidad resulta decisiva. El pueblo debe reconocer que no puede reparar su error cuando fracasa al tratar de regular la población o de proteger el territorio de una invasión armada, o cuando se traslada al territorio de otro pueblo sin su consentimiento.

Existen numerosas causas para la inmigración. Menciono varias y sugiero que pueden desaparecer en una sociedad de los pueblos liberales y decentes. Una es la persecución de las minorías religiosas y étnicas, y la violación de sus derechos humanos. Otra es la opresión política en sus diversas formas, como cuando los miembros de las clases campesinas son reclutados como mercenarios por las monarquías para sus guerras dinásticas en busca de poder y territorio.12Frecuentemente, el pueblo huye de la inanición, como en la hambruna de Irlanda en la década de 1840. Pero las hambrunas obedecen en gran medida a las crisis políticas y a la falta de gobiernos decentes.13La última causa que menciono es la presión de la población en el territorio patrio, uno de cuyos factores de producción es la desigualdad y la subordinación de las mujeres. Una vez superadas la desigualdad y la subordinación, cuando las mujeres tienen asegurada la participación política y la educación, estos problemas pueden solucionarse. En consecuencia, la libertad religiosa y de conciencia, la libertad política y la justicia para las mujeres son aspectos fundamentales de política social para una utopía realista (capítulos 15.3-4). Entonces, en una utopía realista el problema de la inmigración no se margina, sino que se elimina.

Mencionaré brevemente la cuestión del control de las armas nucleares y de destrucción masiva. Entre los pueblos liberales y decentes, razonablemente justos, el control de dichas armas sería fácil pues se podrían prohibir. Estos pueblos no tienen razones para librar guerras entre sí. Pero mientras existan Estados proscritos, es necesario conservar algunas armas nucleares para mantenerlos a raya y asegurarse de que no usen tales artefactos contra pueblos liberales o decentes. La mejor manera de lograrlo es una cuestión de conocimiento técnico, que escapa al dominio de la filosofía. Subsiste, por supuesto, la gran cuestión moral acerca de si las armas nucleares se pueden emplear y en qué circunstancias (capítulo 14).

4. Finalmente, es importante advertir que el derecho de gentes se desarrolla dentro del liberalismo político y constituye la extensión de una concepción liberal de la justicia doméstica a una sociedad de los pueblos. Subrayo que, al desarrollar el derecho de gentes dentro de una concepción liberal de la justicia, elaboramos los ideales y principios de política exterior de un pueblo liberal razonablemente justo. Esta preocupación por la política exterior de un pueblo liberal se encuentra implícita en todo el texto. Consideramos el punto de vista de los pueblos decentes no para prescribirles principios de justicia, sino para asegurarnos de que los ideales y principios de política exterior de un pueblo liberal son igualmente razonables desde el punto de vista no liberal y decente. La necesidad de tal seguridad es una característica inherente de la concepción liberal. El derecho de gentes sostiene que existen puntos de vista no liberales y decentes, y que la tolerancia hacia los pueblos no liberales es una cuestión esencial de la política exterior liberal.

La idea básica consiste en seguir la orientación de Kant en La paz perpetua (1795) sobre lo que denomina foedus pacificum [confederación pacífica de Estados]. Ello significa que debemos empezar con la idea del contrato social en la concepción política liberal de la democracia constitucional y luego debemos extenderla mediante la introducción de una segunda posición original en lo que se podría llamar el segundo nivel, en el cual los representantes de pueblos liberales celebran un acuerdo con otros pueblos liberales. Así lo planteo en los capítulos 3-4 y más adelante en los capítulos 8-9, en relación con los pueblos no liberales pero decentes. Cada uno de estos acuerdos se considera hipotético y ahistórico, pues proviene de la concertación entre pueblos iguales, simétricamente situados en la posición original tras un apropiado velo de ignorancia. Así, el entendimiento entre los pueblos resulta equitativo. Esto corresponde a la idea kantiana según la cual un régimen constitucional debe establecer un derecho de gentes efectivo para la plena realización de las libertades de sus ciudadanos.14De antemano, no estoy seguro de que este enfoque sobre el derecho de gentes sea adecuado, ni de que otras aproximaciones sean incorrectas: tanto mejor si hay otros caminos para llegar a la misma meta.
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Capítulo 1

EL DERECHO DE GENTES COMO UTOPÍA REALISTA



1.1. Significado de utopía realista. Como propuse en la introducción, la filosofía política es utópica en sentido realista cuando extiende los límites tradicionales de la posibilidad política practicable y, de esta manera, nos reconcilia con nuestra condición política y social. Nuestra esperanza en el futuro de nuestra sociedad descansa en la creencia de que el mundo social permite la existencia de una democracia constitucional razonablemente justa como miembro de una sociedad de los pueblos también razonablemente justa. ¿Cómo sería una democracia constitucional razonablemente justa bajo condiciones históricas razonablemente justas, las cuales son posibles dadas las leyes y tendencias de la sociedad? ¿Y cómo se relacionan dichas condiciones con las leyes y tendencias que afectan a las relaciones entre los pueblos?

En una sociedad doméstica razonablemente justa, estas condiciones históricas incluyen el hecho del pluralismo razonable.1En la sociedad de los pueblos, el paralelismo con el pluralismo razonable es la diversidad entre pueblos razonables con sus diferentes culturas y tradiciones de pensamiento religioso y no religioso. Incluso cuando dos o más pueblos tienen regímenes constitucionales liberales, sus concepciones del constitucionalismo pueden diferir y expresar distintas variedades de liberalismo. Un razonable derecho de gentes tiene que ser aceptable para pueblos razonables y diversos, y tiene que ser equitativo y efectivo en el diseño de grandes esquemas de cooperación entre ellos.

Este hecho del pluralismo razonable limita lo que es prácticamente posible aquí y ahora, cualquiera que haya sido el caso en otras épocas cuando, como se dice con frecuencia, el pueblo de una sociedad doméstica estaba unido —aunque quizá nunca lo estuviera realmente— alrededor de una doctrina global. Reconozco que hay preguntas sobre cómo discernir los límites de lo prácticamente posible y cómo definir las condiciones de nuestro mundo social. El problema consiste en que los límites de lo posible no vienen dados por lo real porque, en mayor o menor grado, podemos cambiar las instituciones políticas y sociales, y muchas otras cosas. De ahí que tengamos que apoyarnos en conjeturas y especulaciones, y esforzarnos en sostener que el mundo social que soñamos es factible y puede existir realmente, si no ahora, entonces en un futuro más feliz.

Finalmente, queremos preguntar si el pluralismo razonable dentro o fuera de los pueblos es una condición histórica con la cual debemos reconciliarnos. Si bien podemos imaginar lo que sería un mundo feliz, en el cual todos y cada uno de los pueblos tendrían la misma fe que nosotros, este ejercicio queda excluido por la naturaleza y la cultura de las instituciones libres. Para mostrar que no hay que lamentar el pluralismo razonable, debemos indicar que, dadas las alternativas socialmente factibles, su existencia da paso a una sociedad con más justicia política y con más libertad. Esgrimir este argumento de modo coherente nos permitiría reconciliarnos con nuestra condición contemporánea tanto política como social.

 

1.2. Condiciones del caso doméstico. Comienzo con el bosquejo de una democracia constitucional razonablemente justa (en adelante, una sociedad liberal) como utopía realista y paso revista a las seis condiciones necesarias que dicha utopía ha de cumplir. Luego compruebo las condiciones paralelas necesarias para una sociedad de pueblos razonablemente justos y decentes que se sometan a un derecho de gentes. Si se cumplieran estas condiciones, la sociedad de los pueblos sería un ejemplo de utopía realista.

1) Existen dos condiciones necesarias para que una concepción liberal de la justicia sea realista. La primera es que se debe apoyar en las leyes de la naturaleza y alcanzar la clase de estabilidad que estas permiten, es decir, una correcta estabilidad.2Acepta a las personas como son, según las leyes de la naturaleza, y las normas constitucionales y civiles como pueden ser, es decir, como serían en una sociedad democrática razonablemente justa y bien ordenada. Sigo aquí la reflexión inicial de Rousseau en El contrato social:

Quiero averiguar si en el orden civil puede haber alguna regla de administración legítima y segura que tome a los hombres tal como son y a las leyes tal como pueden ser: trataré de unir siempre en esta indagación lo que el derecho permite con lo que el interés prescribe, a fin de que la justicia y la utilidad no se hallen separadas.

La segunda condición para que una concepción política liberal de la justicia sea realista consiste en que sus principios y preceptos sean practicables y aplicables a los arreglos políticos y sociales en vigor. Un ejemplo puede ser útil: considérense los bienes primarios —derechos y libertades fundamentales, oportunidades, ingreso y riqueza, y las bases sociales del respeto a sí mismo— tal como se emplean en la justicia como equidad. Una de sus principales características es que son practicables. La porción de dichos bienes que corresponde a cada ciudadano se puede percibir con claridad y hace posibles las comparaciones de rigor entre los ciudadanos —las llamadas comparaciones interpersonales—. Esto se puede hacer sin apelar a ideas impracticables como la utilidad total del pueblo o las capacidades básicas para varias funciones de que habla Amartya Sen.3

2) Una condición necesaria para que una concepción política de la justicia sea utópica consiste en que emplee ideales, principios y conceptos políticos y morales que especifiquen una sociedad razonable y justa. Hay una familia de concepciones liberales razonables de la justicia, cada una de las cuales tiene las siguientes tres características principales:


	la primera enumera derechos y libertades fundamentales de la clase que resulta familiar en un régimen constitucional;

	la segunda asigna a estos derechos, libertades y oportunidades una especial prioridad, en particular con respecto a las exigencias del bien común y del perfeccionismo de los valores, y

	la tercera garantiza a todos los ciudadanos los bienes primarios necesarios que los habilitan para hacer un uso inteligente y efectivo de sus libertades.



Los principios de estas concepciones de la justicia deben satisfacer también el criterio de reciprocidad. Este criterio requiere que, cuando se proponen los términos más razonables para la justa cooperación, quienes los proponen tienen que considerar razonable su aceptación por parte de otros, como ciudadanos libres e iguales y no como individuos dominados, manipulados o presionados por su inferior condición política o social.4Los ciudadanos discreparán acerca de cuál de estas concepciones es la más razonable, pero deben ser capaces de estar de acuerdo en que todas son mínimamente razonables. Cada uno de estos liberalismos sostiene las ideas subyacentes de los ciudadanos como personas libres e iguales y de la sociedad como un sistema equitativo y duradero de cooperación. Sin embargo, como estas ideas se pueden interpretar de varias maneras, tenemos diferentes formulaciones de los principios de justicia y diferentes contenidos de la razón pública.5Las concepciones políticas difieren también en el modo de ordenar o equilibrar los principios y valores políticos, incluso cuando especifican los mismos principios y valores como significativos. Estos liberalismos contienen principios sustantivos de justicia e incluyen, por tanto, más que justicia procesal. Los principios deben especificar las libertades religiosas y de expresión artística de los ciudadanos libres e iguales, así como las ideas sustantivas de equidad que aseguran la igualdad de oportunidades y los medios universales apropiados, además de otras cosas.6

3) La tercera condición para una utopía realista exige que la categoría de lo político incluya todos los elementos esenciales de una concepción política de la justicia. En el liberalismo político, por ejemplo, los individuos son vistos como ciudadanos y una concepción política de la justicia se construye con las ideas políticas y morales disponibles en la cultura política pública de un régimen constitucional liberal. La idea del ciudadano libre está determinada por una concepción política liberal y no por una doctrina global, que se extiende siempre más allá de la categoría de lo político.

4) Debido al hecho del pluralismo razonable, la democracia constitucional debe tener instituciones políticas y sociales que conduzcan de manera efectiva a los ciudadanos a adquirir el sentido apropiado de la justicia mientras crecen y participan en la vida social. Podrán entender entonces los principios e ideales de la concepción política, interpretarlos y aplicarlos en los casos en trámite, y apoyarse en ellos para actuar de acuerdo con las circunstancias. Así se consigue la estabilidad por las razones correctas.

En la medida en que las concepciones liberales requieren la conducta virtuosa de los ciudadanos, las virtudes políticas necesarias son las de la cooperación política, como una actitud de equidad y tolerancia, y una voluntad de apertura a los demás. Más aún, los principios e ideales políticos liberales los puede satisfacer la estructura básica de la sociedad incluso si, en ocasiones, numerosos ciudadanos se comportan mal, a condición de que su conducta sea compensada por el buen desempeño de otros ciudadanos.7La estructura de las instituciones políticas se mantiene justa y estable, por las razones correctas, a lo largo del tiempo.

Esta idea de la utopía realista es importante desde el punto de vista institucional. En el caso doméstico, guarda relación con la forma en que los ciudadanos se comportan bajo las instituciones y prácticas dentro de las cuales han crecido; en el caso internacional, con la manera en que se ha desarrollado el carácter del pueblo a lo largo de su historia. Dependemos de los hechos de la conducta social tal como el saber histórico los establece: por ejemplo, los hechos según los cuales, históricamente, la unidad política y social no depende de la unidad religiosa, y los pueblos democráticos bien ordenados no libran la guerra entre sí. Estas y otras observaciones serán esenciales para nuestro estudio.

5) Por cuanto la unidad religiosa, filosófica o moral no es posible ni necesaria para la unidad social, si la estabilidad social no es solo un modus vivendi debe hundir sus raíces en una concepción política razonable de la equidad y la justicia sustentada en un consenso entrecruzado de las doctrinas generales.

6) La concepción política debería incluir una idea razonable de tolerancia enteramente derivada de ideas procedentes de la categoría de lo político.8Sin embargo, esta condición tal vez no sea siempre necesaria, como sucede cuando todas las doctrinas generales ofrecen tal perspectiva. Sin embargo, la concepción política se fortalecerá si contiene una idea razonable de tolerancia pues así mostrará la razonabilidad de la tolerancia por la razón pública.

 

1.3. Condiciones paralelas de la sociedad de los pueblos. Si suponemos que la sección 1.2 indica de manera adecuada las condiciones requeridas por una democracia constitucional razonablemente justa, que he llamado utopía realista, ¿cuáles son las condiciones paralelas de una sociedad de los pueblos razonablemente justa? Esta es una pregunta muy compleja para ser estudiada en detalle aquí. Pero puede ser provechoso señalar algunos de los paralelismos antes de seguir adelante y anticipar así nuestros argumentos.

Las primeras tres condiciones son tan rotundas en un caso como en el otro:

1) La razonablemente justa sociedad de los pueblos bien ordenados es realista en la misma forma que una sociedad doméstica liberal o decente. Aquí, de nuevo, consideramos a los pueblos como son —organizados dentro de una sociedad doméstica razonablemente justa— y al derecho de gentes como puede ser, es decir, como sería en una sociedad razonablemente justa de pueblos justos y decentes. El contenido de un razonable derecho de gentes se precisa al emplear por segunda vez la idea de la posición original con las partes como representantes de los pueblos (capítulo 3). La idea de pueblos y no de Estados es crucial en este punto: nos habilita para atribuir motivos morales —una lealtad a los principios del derecho de gentes, la cual, por ejemplo, permite solo guerras en legítima defensa— a los pueblos como actores; algo que no podemos predicar de los Estados (capítulo 2).9

El derecho de gentes es realista en un segundo sentido: resulta funcional y se puede aplicar a los arreglos políticos y a las relaciones de cooperación que existen entre los pueblos. Para analizar este caso, hay que presentar el esquema del derecho de gentes (capítulo 4). Por ahora, basta decir que el derecho de gentes se expresa en los términos familiares de la libertad y la igualdad de los pueblos, e implica numerosas ideas jurídicas, políticas y morales.

2) Un derecho de gentes razonablemente justo es utópico por cuanto emplea ideales, principios y conceptos políticos y morales para definir los arreglos políticos y sociales razonablemente justos para la sociedad de los pueblos. En el caso doméstico, las concepciones liberales de la justicia distinguen entre lo razonable y lo racional, y se mueven entre el altruismo y el egoísmo. El derecho de gentes duplica estas características. Por ejemplo, decimos (capítulo 2) que los intereses de un pueblo se especifican en su territorio, sus instituciones políticas y sociales razonablemente justas, y su cultura cívica libre con sus muchas asociaciones. Estos múltiples intereses fundamentan las distinciones entre lo razonable y lo racional, y nos muestran cómo las relaciones entre los pueblos pueden permanecer justas y estables, por las razones correctas, a lo largo del tiempo.

3) Una tercera condición exige que todos los elementos esenciales de una concepción política de la justicia estén incluidos dentro de la categoría de lo político. Esta condición será satisfecha por el derecho de gentes cuando extendemos la concepción política liberal de una democracia constitucional a las relaciones entre los pueblos. Queda por ver si esta extensión se puede llevar a cabo con éxito. En cualquier caso, sin embargo, las extensiones de lo político siempre son políticas y las doctrinas generales, religiosas, filosóficas y morales, siempre se extienden también mucho más allá.

4) El grado en el cual un proceso institucional razonablemente justo y efectivo habilita a los miembros de diferentes sociedades bien ordenadas para desarrollar un sentido de justicia y apoyar a su gobierno en el cumplimiento del derecho de gentes puede variar de una sociedad a otra en el horizonte de la sociedad de los pueblos. El hecho del pluralismo razonable es más evidente dentro de una sociedad de los pueblos bien ordenados que dentro de una sola sociedad. La lealtad al derecho de gentes no tiene la misma intensidad en todos los pueblos, pero siempre debería ser suficiente. Considero esta cuestión más tarde en el capítulo 15.5 bajo el enunciado de afinidad y sugiero que el proceso institucional puede ser notoriamente débil cuando la lealtad al derecho de gentes es también débil.

Esto nos lleva a las dos condiciones restantes.

5) La unidad de una razonable sociedad de los pueblos no requiere unidad religiosa. El derecho de gentes ofrece un contenido de razón pública para la sociedad de los pueblos que es idéntico a los principios de justicia en una sociedad democrática.

6) El argumento en pro de la tolerancia que procede de la idea de lo razonable vale también en la más ancha sociedad de los pueblos; el mismo razonamiento se aplica en ambos casos. El efecto de extender una concepción liberal de la justicia a la sociedad de los pueblos, que incluye muchas más doctrinas generales que cualquier sociedad individual, hace inevitable que, si los pueblos miembros emplean la razón pública en sus relaciones, se imponga la tolerancia. Estas condiciones se comentarán en detalle a medida que avancemos.

La cuestión de si una sociedad de los pueblos como esta puede existir es importante, pero el liberalismo político afirma que la posibilidad depende del orden natural y de las constituciones y las leyes tal como pueden ser. La idea de razón pública10para la sociedad de los pueblos es análoga a la idea de razón pública en el caso doméstico, cuando existe una justificación compartida que se puede descubrir mediante la reflexión. El liberalismo político, con sus ideas de utopía realista y razón pública, niega lo que la vida política sugiere: que la estabilidad entre los pueblos nunca puede ser más que un modus vivendi.

La idea de una razonablemente justa sociedad de los pueblos bien ordenados no tendrá un lugar destacado en una teoría de la política internacional hasta que tales pueblos existan y aprendan a coordinar las acciones de sus gobiernos en amplios esquemas de cooperación política, económica y social. Cuando esto suceda —como creo, siguiendo a Kant, que sucederá—, la sociedad de estos pueblos formará un grupo de pueblos satisfechos. Como sostendré (capítulo 2), puesto que sus intereses fundamentales están satisfechos, no tendrán razón alguna para guerrear entre sí. Los motivos familiares de la guerra estarían ausentes: dichos pueblos no buscan convertir a otros a su religión, ni conquistar más territorio, ni ejercer poder político sobre otros. A través de la negociación y del comercio pueden satisfacer sus necesidades e intereses económicos. Un informe detallado de cómo y por qué tiene lugar esto a lo largo del tiempo será parte esencial de una teoría de la política internacional.

 

1.4. ¿Es la utopía realista una fantasía? Algunos parecen pensar que esta idea es una fantasía, en particular después de Auschwitz. Pero ¿por qué? No niego la singularidad histórica del Holocausto, ni la posibilidad de que se repita en alguna parte. Y sin embargo, solo en la Europa ocupada por Alemania entre 1941 y 1945 un dictador carismático tuvo bajo su control la maquinaria de un poderoso Estado empecinado en el completo y definitivo exterminio de un pueblo determinado, al que hasta entonces se le consideraba como parte de la sociedad. La destrucción de los judíos fue llevada a cabo con un altísimo costo en vidas y en infraestructura —el uso de los ferrocarriles y la construcción de los campos, entre otras muchas cosas—, en desmedro del desesperado esfuerzo de guerra de Alemania, especialmente durante los últimos años de la contienda. Gentes de todas las edades, ancianos, niños e infantes, fueron tratados de la misma manera. Los nazis persiguieron su objetivo de hacer de la Europa ocupada un territorio Judenrein [libre de judíos] como un fin en sí mismo.11

Conviene no sobrestimar el hecho de que la demoníaca concepción hitleriana del mundo era, en un sentido perverso, religiosa. Así se observa tanto en sus orígenes cuanto en sus odios y amores. Su «antisemitismo redentor», como lo denomina Saul Friedländer, contiene mucho más que elementos raciales. «El antisemitismo redentor nace del miedo a la degeneración racial y de la creencia religiosa en la redención».12

En la mente de Hitler, la degeneración se debía a los matrimonios mixtos entre judíos y gentiles, que contaminaban la sangre alemana. Al permitir dichas uniones, Alemania estaba en el camino de su perdición. La redención solo podía venir con la expulsión o el exterminio de los judíos europeos. Al final del segundo capítulo de Mein Kampf, Hitler escribe: «Hoy creo que actúo de acuerdo con la voluntad del Todopoderoso: al defenderme contra el judío, lucho por la obra del Señor».13

Sin embargo, el Holocausto como acontecimiento y nuestro conocimiento de que la sociedad humana admite esta posibilidad demoníaca no deberían afectar a las esperanzas que se expresan en la idea de utopía realista y en «la confederación pacífica de Estados» de Kant. Los males han plagado nuestra experiencia durante mucho tiempo. Desde la época del emperador Constantino en el siglo IV, la cristiandad ha castigado la herejía y ha tratado de desterrar lo que considera falsa doctrina mediante la persecución y las guerras de religión. Para ello ha necesitado los poderes coercitivos del Estado. La Inquisición, instituida por el papa Gregorio IX, actuó durante las guerras de religión de los siglos XVI y XVII. En septiembre de 1572, el papa Pío V celebró en la iglesia de San Luis Rey en Roma, en compañía de 33 cardenales, una misa de acción de gracias por la masacre de San Bartolomé, ocurrida en París el mes anterior, cuando 15.000 hugonotes o protestantes franceses fueron asesinados por grupos católicos.14

La herejía era peor vista que el asesinato. Este celo persecutorio ha sido la gran maldición de la religión cristiana. Fue compartido por Lutero, Calvino y los reformadores protestantes, y no fue radicalmente cuestionado por la Iglesia católica hasta el Concilio Ecuménico Vaticano II.15

¿Estos males han sido mayores o menores que el Holocausto? No es necesario hacer tales juicios comparativos. Los grandes males son suficientes. Pero la Inquisición y el Holocausto no están desconectados. En efecto, parece claro que sin el antisemitismo cristiano a lo largo de los siglos, especialmente brutal en Rusia y Europa del Este, el Holocausto no habría sucedido.16

Que el «antisemitismo redentor» de Hitler sea una locura demoníaca —¿cómo se puede creer en tales fantasías?— no altera este hecho.

Y, sin embargo, no podemos permitir que estos grandes males del pasado y del presente afecten a nuestra esperanza en el futuro de nuestra sociedad como parte de una sociedad mundial de pueblos liberales y decentes. De lo contrario, la conducta incorrecta, malévola y demoníaca de otros nos destruirá también y sellará su victoria. Más bien debemos alimentar y fortalecer nuestra esperanza con el desarrollo de una concepción razonable y eficiente de la justicia política para las relaciones entre los pueblos. Para ello, podemos seguir a Kant y empezar con la concepción política de una democracia constitucional razonablemente justa que ya hemos formulado. Procedemos entonces a extender esa concepción a la sociedad de los pueblos liberales y decentes (capítulo 4). Este procedimiento implica la razonabilidad del liberalismo político; y desarrollar un razonable derecho de los pueblos a partir del liberalismo político confirma su razonabilidad. Este derecho está sustentado por los intereses fundamentales de las democracias constitucionales y otras sociedades decentes. Nuestra espera ya no es simple anhelo, sino razonable esperanza.
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